Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara Inmobiliaria) 


La Comisión de Hacienda pide disculpas por la demora y da la bienvenida a los 
representantes de la Cámara Inmobiliaria integrada por la Asociación Inmobiliaria de Punta del Este, 
por la Cámara Inmobiliaria de Maldonado, por la Cámara Inmobiliaria Uruguaya, por la Asociación 
Nacional de Rematadores y Corredores Inmobiliarios, por la Asociación de Administradores de 
Propiedades Inmuebles y por el Colegio de Administradores de la Propiedad Horizontal. 


SEÑOR PEDRAGOSA.- La intergremial de instituciones afines en el sector inmobiliario agradece a la 
Comisión el valioso tiempo que nos han destinado para escuchar nuestras opiniones. 


Junto a quien habla, Presidente de la Cámara Inmobiliaria Uruguaya, se encuentran 
presentes la Presidenta y un directivo de la Asociación de Inmobiliarias de Punta del Este, señora 
Susana Robledo y el señor Luis Zafaroni, respectivamente; el Presidente de la Cámara Inmobiliaria de 
Maldonado, señor Luis Borsari; y el Presidente de la Asociación Nacional de Rematadores y 
Corredores Inmobiliarios, señor Eduardo Franchi. Cabe indicar que asistimos en representación de 
ADAPI -Asociación de Administradores de Propiedad Inmueble- y del CAPH, el Colegio de 
Administradores de Propiedad Horizontal. 


Tal como lo señalamos anteriormente, agradecemos el valioso tiempo prestado por ustedes, 
pues para nosotros es gravitante el tema por el cual solicitamos ser recibidos por esta Comisión. 
Puesto que la parte técnica está a cargo de nuestro abogado y asesor, si la Presidencia me lo permite, 
cedería la palabra al doctor Gabriel Adriazola. 


SEÑOR ADRIAZOLA.- Muchas gracias por el tiempo que nos dispensan. 


Hemos preparado un repartido que dejaremos en poder de los miembros de la Comisión a 
efectos de no ingresar en la consideración técnica de cada uno de los puntos que las Cámaras 
proponen como modificaciones al proyecto de ley a estudio. 


Sí vamos a realizar un resumen general. Pensamos que el proyecto de ley tal cual fue 
aprobado por la Cámara de Representantes genera un impacto combinado en los operadores 
inmobiliarios y en la inversión inmobiliaria al promover un Impuesto a la Renta neta sobre los 
operadores inmobiliarios y al gravar el capital inmobiliario, tanto en su faceta de primera enajenación 
como en el arrendamiento. Creemos que ese impacto combinado -esto lo manifestamos en la Comisión 
de Hacienda de la Cámara de Representantes- puede generar una desaparición de operadores 
inmobiliarios y, a la vez, un desplazamiento hacia la informalidad. Por esta razón, también, es que 
consideramos que un proyecto de ley de esta naturaleza debe ir acompañado, necesariamente, de la 
sanción de una ley del corredor inmobiliario, de forma tal de impedir la informalidad de la actividad. 
Creemos que este es un punto importante a destacar. 


Por otra parte, pensamos que hay deducciones que afectan específicamente al sector 
inmobiliario y a los inversores inmobiliarios, que no están previstas. Actualmente, en materia de 
Impuesto a la Renta de Industria y Comercio rige una limitación a las deducciones por publicidad - 
factor éste importantísimo en la actividad inmobiliaria- y, sin embargo, no hay previsión alguna al 
respecto. Por lo tanto, esto es algo que quedaría librado a la reglamentación y, repito, la actual 
situación es que existe una deducción limitada de la publicidad. 


En cuanto a la inversión inmobiliaria, queremos decir que estamos convencidos -y en este 
punto acompañamos un pronunciamiento de la Asociación de Escribanos- de que el gravar con IVA la 
primera enajenación y el capital derivado del arrendamiento puede deprimir la circulación de bienes 
inmuebles. O sea que si a esto sumamos la posibilidad de trasiego a la informalidad tenemos un 
segundo impacto, que es el de la posible depresión en la comercialización de bienes inmuebles o, en el 
caso de los arrendamientos, el traslado de la renta de capital hacia el arrendatario. 


Dentro de las propuestas que dejaremos a los señores Senadores, podrán advertir que 
además de hacer hincapié en la publicidad, pusimos el énfasis en el hecho de que en el caso del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas para el inversor inmobiliario debería establecerse la 
deducción de las refacciones que se realizan en los inmuebles, que es un aspecto que no fue 
contemplado. 


Además, pensamos que las deducciones establecidas contienen demasiadas delegaciones 
en la Dirección General Impositiva que no dan certeza al contribuyente. Es decir, hay muchas 
deducciones que se le delegan para que ella misma juzgue si la cantidad es razonable o no. Pensamos 
que si la deducción está prevista y la contraparte también está gravada por el Impuesto a la Renta en 
el Uruguay o en el extranjero, no debería otorgársele ese poder, sobre todo por la expresión que 
aparece en el proyecto de ley en cuanto a “lo que considera razonable la Dirección General 
Impositiva”. 


En lo que hace a la inversión inmobiliaria, vemos que algunas disposiciones no son claras, 
fundamentalmente en lo que respecta a la enajenación o a la promesa de venta de inmuebles cuando 
exceda de dos en el año fiscal. Como presupuesto para que esas enajenaciones tributen se establecía 
que el valor fiscal de los bienes enajenados debía exceder el doble del mínimo no imponible individual 
al Impuesto al Patrimonio. Creemos que no está claro si cada enajenación debe exceder el mínimo no 
imponible o las dos en conjunto; nosotros proponemos que sea en cada caso para disminuir el impacto 
de la reforma en ese aspecto. 


Otro punto importante -dejando de lado el tema de las deducciones- es que, por primera vez, 
se crea un Impuesto a la Renta de los no residentes. Las Cámaras inmobiliarias, tanto en Maldonado 
como en Montevideo, trabajan mucho con no residentes inversores. El problema es que éstos vienen 
esencialmente de países con los cuales Uruguay no tiene convenio para evitar la doble imposición. Por 
lo tanto, un inversor brasileño -con el que planteábamos un escenario cuando estudiamos este caso- 
que, por ejemplo, adquiere un inmueble o dos en Montevideo o en Punta del Este y luego los vende -es 
la norma comprendida- va a tributar renta en Uruguay y en Brasil. Lo mismo puede suceder con el 
impuesto a los bienes personales en la República Argentina. 


Entonces, creemos que la estructuración del impuesto a los no residentes, cuando nuestra 
plaza inmobiliaria se nutre de no residentes provenientes de países con los que el Uruguay no tiene 
convenios de doble imposición y que sí gravan fuentes de renta extraterritorial -a diferencia del 
proyecto uruguayo- puede generar una problemática importante. 


Además, en el proyecto de ley se plantea la necesidad -esto puede ser un factor de 
desestímulo a la inversión- de que el no residente designe un responsable y si no lo hace hay una 
presunción de defraudación. Pensamos que la no designación de un responsable no debería ir 
acompañada de una presunción de defraudación, sino que nuestra propuesta, de mantenerse esa 
norma, es que se considerara aplicable, no el artículo 96 del Código Tributario -que tiene que ver con la 
defraudación- sino el artículo 95, que se vincula con la contravención a los deberes formales. 
Consideramos que la no designación de un responsable es una contravención a un deber formal y no 
una presunción de defraudación tributaria. 


No voy a volver al tema de las deducciones, pero sí a insistir en que creemos que deberían 
eliminarse todas las delegaciones a la administración tributaria. 


Hay un punto que nos preocupa y mucho -es el tercer aspecto que queríamos resumir y que 
también está tratado en el informe- y es que hay normas que pueden violentar el deber de 
confidencialidad de los operadores inmobiliarios, pues se modifica el artículo 68 del Código Tributario, 
así como también el artículo 469 de la Ley de Presupuesto. Creemos que se les da una excesiva 
apertura. 


Como ustedes saben, el cliente del operador inmobiliario -es decir, el inversor inmobiliario- no 
porque esté haciendo negocios ilícitos sino, justamente, porque proviene de países en donde se 
gravan fuentes de renta extraterritoriales y lo que busca es evitar la doble imposición, tradicionalmente 


pide determinada confidencialidad. Nosotros pensamos, en primer lugar, que el corredor inmobiliario, 
como tal, tiene que guardar secreto profesional, y las modificaciones y la interpretación del artículo 68 
en tanto amplía -a nuestro entender- las facultades de la DGl para inspeccionar las bases 
informatizadas de datos -no sólo de los contribuyentes sino, como allí se dice, “propias o ajenas”- 
pueden dar lugar a que la administración tributaria interprete que tiene la facultad de, por ejemplo, 
solicitarle a los operadores inmobiliarios sus carteras de clientes y, en definitiva, utilizarlos como 
fuentes de información a los efectos de controlar la tributación de otros sujetos que no son esos 
operadores. 


En segundo término, vemos que la modificación al artículo 469 de la Ley de Presupuesto 
puede seguir el mismo camino porque, si bien hace inoponible el secreto bancario y estadístico, 
permite el acceso al secreto registral y a los datos de la Dirección Nacional de Identificación Civil. 
Además, el inciso segundo de ese artículo incluye la frase “podrá acceder, entre otros”, que nosotros 
queremos destacar. ¿Qué significa la expresión “entre otros”? No se establece claramente qué 
secretos puede penetrar, porque al decir “entre otros” también se puede abrir la puerta para que la 
administración tributaria interprete que ahí se incluye, entre otras, la posibilidad de pedirle información 
confidencial a los operadores inmobiliarios. 


Entonces, si nosotros sumamos el gravamen a la renta -que, básicamente, puede desplazar 
hacia la informalidad al sector- los gravamenes sobre el rendimiento del capital inmobiliario, el 
impuesto a la renta de no residentes -en donde no se contemplan los problemas de la doble 
tributación- y lo que yo calificaría como difusas facultades que se le da a la administración tributaria, 
creo que el paquete puede terminar en un desestímulo importante a la inversión. 


En definitiva, creemos que se debería ser más preciso con el tema del secreto profesional de 
los operadores inmobiliarios y, básicamente, rever el tema del impuesto a la renta de los no residentes, 
eliminando la categoría del responsable. En caso de que no se elimine, pensamos que se podría 
recurrir a otras figuras, sin perjuicio de las connotaciones que este tema pueda tener con el secreto 
bancario, que no es el asunto que nos convoca ahora. 


Por último, dado el impacto que va a tener sobre los profesionales y los inversores 
inmobiliarios, habría que establecer un régimen de deducciones mucho más preciso y con menos 
delegaciones. Por ejemplo, me refiero a la consideración de áreas prioritarias a los efectos de las 
deducciones. Incluso, creo que se ha reducido el concepto de áreas prioritarias con respecto a la 
iniciativa original del Poder Ejecutivo. Nosotros proponemos incluir dentro de las áreas prioritarias, por 
ejemplo, aquellas actividades que han sido o fueron declaradas por ley de interés público o nacional y 
que la reglamentación deba atenerse a esos parámetros. 


Básicamente, ese es el contenido del memorando que les presentamos y no queremos 
extendernos más. Simplemente, queremos decir que desde el punto de vista económico, este va a ser 
un impacto importante para el sector, pues cambia en forma radical la tributación del sector 
inmobiliario, ya que antes aportaba por impuestos trasladables y ahora lo va a hacer por el Impuesto a 
la Renta. Creemos que, tal como están previstas, las deducciones no brindan certeza y en muchos 
casos no se adecuan a la actividad de este sector. 


Además, queremos dejar constancia no sólo del impacto sobre el operador inmobiliario sino 
también sobre el inversor inmobiliario. Tal como está redactado el proyecto de ley, unido a todo lo que 
decíamos relativo al Impuesto a la Renta de los no residentes y a las normas difusas que podrían 
poner en juego el deber de confidencialidad que tiene el inversor inmobiliario, puede generar un 
impacto muy negativo sobre el sector. 


Básicamente, este es un resumen del repartido que les hemos entregado a los señores 
Senadores. 


SEÑOR SILVEIRA.- Pertenezco a la Cámara Inmobiliaria Uruguaya y voy a señalar que hoy está 
presente acompañando a todas las gremiales. Hay algunos datos que quizás los señores Senadores 
no tienen en cuenta y consisten en que el sector da empleo a diez mil personas. Dado como está 


planteada la reforma tributaria, evidentemente, el sector se puede informalizar y generar desempleo. 
Esto no es lo que el Gobierno ni los empresarios queremos. 


Asimismo, hay administradores de propiedades que están muy preocupados. Como sabemos, 
la población en el Uruguay está integrada fundamentalmente por inmigrantes españoles e italianos que 
venían a trabajar a CUTCSA o a Manzanares. Hoy los españoles tienen una jubilación de $ 4.500 y, 
con el esfuerzo de cuarenta años de trabajo, se hicieron tres casitas o apartamentitos en el fondo de 
sus casas. Resulta que a esas propiedades hay que aplicarle el 12 % del Impuesto a la Renta 
Inmobiliaria. Nosotros tratamos de explicar esto en la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes y no supimos expresarnos. Esperamos que esta Comisión pueda entendernos o que 
podamos explicarlo mejor. Las prestaciones básicas se calculan en $ 60.000 al año, lo que nos da una 
cifra de $ 5.000 por mes. Es decir que aquel señor que vive del alquiler de esos tres apartamentitos, va 
a tener que pagar renta. Lo que va a suceder es que ese señor va a subir la renta y lo que va a crecer - 
que es lo que los uruguayos no queremos y esto lo venimos heredando de Gobiernos anteriores- es el 
número de 196.000 uruguayos que viven en asentamientos; me refiero a policías, enfermeras, cajeras 
de supermercados, es decir, todos aquellos que ganan $ 4.000, $ 5.000 ó $ 6.000 y que no pueden 
pagar un alquiler mayor a $ 2.500 ó $ 3.000. Normalmente, si usted le pregunta a cualquier 
administración importante de propiedades, el propietario que alquila sus cinco apartamentos a $ 2.500 
va a tener que pagar renta. Si usted le sube el alquiler a un policía en un 12%, este va a tener que 
volver al asentamiento. Definitivamente, eso nos preocupa como uruguayos y no solamente como 
empresarios, dado que en nuestro caso particular no nos dedicamos a la administración de 
propiedades. El Parlamento ha recibido a distintas gremiales para analizar esta reforma tributaria que, 
además, fue creada por una mayoría cualitativa del Gobierno, pero no por la mayoría cuantitativa que 
todos votaron porque sabemos perfectamente -lamentamos que no esté aquí presente el señor 
Senador Couriel- que han tenido tremendos disensos en este tema. Sin embargo, hay una cosa que 
todos debemos tener muy en cuenta y es que esta reforma tributaria va a perjudicar a la mayoría de los 
uruguayos que es la que constituye la clase media. Habrán escuchado esto de la Bancada opositora, 
pero no quizás de un integrante de esa clase media, ya que ésta es la única que no tiene gremial en el 
país, que no puede hacer paros y que no puede venir a embanderarse para hacerles ver su 
disconformidad. Sepan ustedes, señores Legisladores, que van a ser total y absolutamente 
responsables de lo que le pase a esa clase media. Hemos escuchado a algún miembro de la Bancada 
opositora señalar que lo único que se puede hacer es esperar tres años para que cambiemos el voto; 
eso no es lo que queremos nosotros y estoy seguro de que tampoco es lo que quieren ustedes. 
Sabemos que este Gobierno no quiere ver aumentados los asentamientos. Pero, veamos: ¿qué pasa? 
A las Embajadas y empresas multinacionales que alquilan un apartamento en Pocitos por U$S 3.000 
mensuales, o una casa en Carrasco, por U$S 3.000 o U$S 4.000 mensuales, no les hace nada que les 
suban el alquiler en un 10%. Pero esa franja que es bastante más importante de lo que creemos, va a 
sufrir mucho. A ello se suma el problema de que tenemos muchas viviendas -se calcula que son 
alrededor de 50.000- en el Centro y en el Cordón, que están desocupadas por falta de garantías. Sin 
embargo, tuve que escuchar en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes que me 
dijeran que la clase media no existe en este país porque se había terminado. Salí absolutamente 
sorprendido. Lo peor es que creo que el Diputado que lo dijo, realmente lo sentía así. 


Esta es la última instancia que tenemos y quien habla no lo hace porque tenga rentas o 
porque administre propiedades, cosa que sí hacen algunos de los compañeros aquí presentes. ¿Qué 
va a pasar con ellos? Administrarán directamente los dueños y los administrativos perderán sus 
puestos de trabajo. Definitivamente, gravar con un 12% un alquiler de $ 5.000 me parece una absoluta 
barbaridad. Se ve que los iluminados economistas que pensaron esto, no estudiaron otras 
legislaciones similares que existen en la región, y se olvidan que tenemos que pagar un 23% de IVA. 


SEÑOR PEDRAGOSA.- Tengo administración de propiedades, y debo decir a la Comisión que el 12% 
con el que se va a gravar las viviendas es muy importante, mucho más quizás de lo que los señores 
Legisladores imaginan. Es lamentable que a veces, por la actividad que ustedes tienen -y que nosotros 
también tenemos- no puedan acercarse a los actores principales para que podamos explicarles 
algunas cosas. Esto no sólo va a producir un aumento de las fincas. La masa de gente que tiene 
propiedades para arrendar no es rica; el 80% -y lo digo en base a mi experiencia como administrador 
de propiedades- de la gente que tiene propiedades para alquilar son jubilados que, con el esfuerzo de 
su vida, han hecho dos, tres o cuatro viviendas -mediocres, medianas o más o menos- para tener un 
complemento a la menguada jubilación que están cobrando. 


A estos propietarios, lamentablemente, les acarreará un aumento de las propiedades y no se reflejará 
solamente en el inquilino. Digo esto porque desde hace un año, cuando se comenzó a hablar de la 
reforma, se están renovando la mayoría de los contratos de arrendamiento -estamos hablando de entre 
un 15% y un 20%- debido a que los plazos contractuales son de tres a cuatro años. Por esta razón, los 
propietarios prefieren tener un 15% o un 20% más. Lo que no dice la reforma tributaria es que lo único 
que se puede descontar de dichos arrendamientos es: la administración, el IVA y el contrato de 
arrendamiento. No habla de la reposición, es decir, de cuando se va el inquilino. A veces ésta trae 
como consecuencia que el propietario pierda un mes y medio de alquiler en pintura, arreglos y otros 
insumos que se invierten en la propiedad. ¿Qué es lo que pasa? Tal como señaló el señor Silveira, esto 
va a provocar que la gente se vuelque hacia otros sectores. 


El otro tema que es muy importante y que todavía no se ha hablado en este ámbito es el 
siguiente. Hay un sector que nos da trabajo y que abarca una cantidad de subrubros que se mueven 
alrededor de la persona que realiza la refacción de una vivienda. Me refiero a la plusvalía que se 
pretende cobrar entre la compra de una propiedad y la reventa. Hay un sector importante de gente que 
se dedica a eso. Hay personas que compran una propiedad que está destruida, que tiene problemas o 
tiene pocos ambientes, la reforma, la recicla, la agranda y la vende a un importe superior. Ahora se 
pretende cobrar una plusvalía. Entonces, ese sector se pierde. Pero, en realidad, no es que se perdió 
ese sector, sino que es poca la ganancia que van percibir si se tiene en cuenta la pérdida que tendrán, 
desde el punto de vista impositivo, con todos los subsectores que están involucrados. Concretamente, 
estamos hablando de un sector enorme -que abarca a los electricistas, barraqueros, sanitarios, 
pintores, carpinteros y albañiles, entre otros- que no va a aportar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Veo que hay mucha angustia y quiero señalar lo siguiente. En general, 
escuchamos las exposiciones que se realizan y no abrimos opinión. Independientemente de que a 
unos les parezca positiva la reforma y a otros no, en lo personal quiero señalar que no debemos ver 
sólo la fotografía -ni siquiera una parte de ella- porque cuando de una persona se ve un tobillo desnudo 
no necesariamente va a estar toda desnuda. Creemos que la reforma tributaria va a traer aparejado un 
cambio cultural y dicho cambio provocará que todas las personas tributen. Porque acá hay un 
problema: gran parte de la población no tributa. Esto nos permitirá bajar el IVA más del 20% aunque en 
el proyecto se fija dicho porcentaje. Por supuesto que con mis dichos no pretendo involucrar a los 
señores Senadores que no están de acuerdo. Aspiramos a que ese cambio cultural y de tributación - 
que permitirá que tributen todos- logre eliminar la defraudación. Por supuesto que se tratará de no 
entrometerse más allá de lo que la Dirección General Impositiva está capacitada para hacerlo. Este es 
un equilibrio muy complejo porque si un sector constata que otro no tributa, por supuesto que se va a 
quejar. Digo esto porque los exportadores hoy van a tener que tributar un 7,5% por los aportes 
patronales y han sido una parte importante en el progreso del país. Cuando asumimos el Gobierno, 
muchas veces se nos dijo que todo iba a ser un desastre y no lo fue. Ahora se dice que las cosas se 
dieron por cómo está el mundo y no se toma en cuenta la confianza que dimos a la población, tanto en 
el Uruguay como en el exterior. Creemos que en el contexto general -más allá de que habrá que hacer 
muchas correcciones- esto va a tener el efecto de un “shock” de confianza. Para ilustrar esto voy a 
poner un ejemplo. Hay mucha gente que está subiendo los alquileres y, entre otras cosas, es porque lo 
pueden pagar. En la época de Batlle se perdió un 22% de salario real y ya han sido recuperados 18 
puntos. A su vez, debemos tener en cuenta el salario familiar porque, históricamente, desde la época 
de Artigas a esta parte, nunca hubo tanta gente trabajando en el Uruguay. Sé que son salarios bajos 
pero creemos que están teniendo efecto positivo, más allá de que hay muchas cosas que arreglar. 
También hay que ver cómo va a funcionar la plusvalía entre la vivienda que se compra y luego se 
vende, descontando la inversión que se hace de los salarios y de todo aquello que tributa IVA. 


Lo que quiero trasmitir es que es necesario ver los temas en conjunto. No obstante; vayamos 
a los puntos particulares para ver si nosotros, en esta etapa o a través de la reglamentación, los 
podemos solucionar. Vamos a hacer un repaso de la reforma pero les puedo asegurar que cuando se 
habla de la ganancia de la venta de una vivienda, frente al precio inicial en que se compró, el espíritu - 
si es que no figura en la letra- consiste en que la inversión que se hizo también constituye un gasto y, 
por lo tanto, no puede ser renta. Asimismo, si demora en venderse, en la medida que se toma en 
cuenta la unidad indexada, debe hacerse el descuento de la devaluación de la moneda. 


Esta reforma puede gustar o no, pero me parece bueno dedicar los pocos minutos que 
tenemos -y disculpen este discurso- a analizar aspectos particulares que tal vez podamos arreglar en la 


ley, en la reglamentación o en una futura disposición. 


SEÑOR SILVEIRA.- No estoy a la altura parlamentaria, ni poseo los conocimientos de los señores 
Legisladores, pero en cuanto al empleo quiero decir que, en realidad, lo que tenemos es más gente en 
blanco. Si tomamos un crecimiento vegetativo, evidentemente, siempre vamos a tener mayor empleo, 
pero cabe destacar que aún no llegamos a la del año 1998. Si el señor Senador compara lo niveles de 
empleo del año 1988 con los de ahora, verá que eran mayores. También hemos escuchado que hacía 
cincuenta años que no le debíamos dinero al Fondo Monetario Internacional siendo que, en realidad, 
tampoco lo hicimos desde 1991 a 1998. Lo mismo está pasando con esta reforma tributaria: un sector 
del equipo económico opina una cosa mientras que otro, piensa distinto. Mientras tanto, los 
empresarios nos enfrentamos a cada uno de los Legisladores y comprobamos que, de la reforma que 
llegó al Parlamento, se corrigieron más de cien artículos por lo que seguimos sin saber dónde estamos 
parados. 


Para terminar quiero decir que definitivamente, y discrepando con muchos de los 
compañeros que están presentes hoy aquí, creo que era necesaria una reforma para que todos 
tributen. En este sentido puedo decir con tranquila conciencia moral que me fui de este Parlamento 
hace 30 años -no echado, sino que renuncié y no pedí para volver ni cobrar un resarcimiento por ello- 
he pagado cada uno de los impuestos y tengo todo a mi nombre. Con esto quiero decir que la angustia 
que le estamos trasmitiendo es absolutamente real y observé en el señor Senador Michelini ese 
sentimiento. Debo reconocer que de las veces que he venido al Parlamento -he hablado con muchos 
señores Diputados- es la primera vez que nos escuchan como lo hizo el señor Senador, por lo que le 
agradezco profundamente. 


Con respecto a lo que manifesté anteriormente, quiero decir que definitivamente es así: la 
clase media, que es la columna vertebral del país, es la que va a sufrir más. Puedo decir que la 
exportación de carne no es la que proporciona los mayores ingresos, ya que los del turismo 
representan un 20% más. En algunos períodos exportamos U$S 400:000.000 y sólo por concepto de 
turismo ingresaron U$S 580:000.000. 


En mi caso personal -y en eso discrepo con algunos compañeros de la Intergremial- sí quiero 
que haya una reforma tributaria pero que sea equitativa, que es lo que solicita nuestro Presidente. 


Muchas gracias por hacernos recibido. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Presidente de la Comisión ha realizado una exposición donde revela su 
postura, que es muy legítima, respecto de una reforma tributaria cuyos aspectos generales -no sólo 
éste sino muchos otros- nosotros nos honramos en no compartir, pero estamos de acuerdo en que eso 
va a ser objeto de debate en el Plenario. 


En lo que a mi respecta me siento un poco imbuido -como se expresó aquí- de la mentalidad 
de aquel Uruguay donde la inversión inmobiliaria, en ladrillos, constituía una especie de Biblia para los 
uruguayos que contaban con algún ahorrito. Es verdad que los ahorritos se invertían en ladrillos. Esa 
es una mentalidad propia de nuestro país en otros tiempos y también en éste. 


Nosotros vivimos una crisis muy profunda hace apenas cuatro años donde los valores 
inmobiliarios se derrumbaron y la inversión en ese sector se hizo prácticamente inexistente. En esa 
época también se derrumbaron los alquileres y se pactaron cada vez menos negocios en ese sentido. 
Ese fue un proceso de deterioro social muy agudo. 


Desde hace dos o tres años -lo que ni siquiera coincide con la asunción de este nuevo 
Gobierno- se comenzaron a recuperar los valores inmobiliarios y creo que las transacciones han tenido 
un gran aumento. La gente pasó de la especulación de los Bancos a refugiarse nuevamente en el 
ladrillo. Entonces, creo que esta iniciativa va a significar un revés para una tendencia que considero 
muy positiva. Quizás se deba a que soy nieto de gallegos y tengo esa postura que me viene desde el 
fondo de mi propia historia personal. Incluso se podía observar que nuevamente se había comenzado 
a invertir pero, en los últimos 2, 3 6 4 meses he conversado con mucha gente -desde que se comenzó 


a hablar de la reforma- y se nota un enlentecimiento en el sector. Lo que se argumenta es que si una 
persona compra un inmueble y éste sube de valor, debe comenzar a pagar Impuesto a la Renta. 
Personalmente, no me gusta el término “plusvalía” porque tiene ciertas connotaciones negativas. 


SEÑOR BRECCIA.- Pero no es pecaminoso. 


SEÑOR MOREIRA.- No es pecaminoso, pero más o menos; me hace acordar aquellas viejas épocas 
de la revolución bolchevique. 


Con total honestidad quiero decir -y reconozco que pueden haber posiciones diferentes- que 
creo que esto es un desestímulo a la inversión inmobiliaria, a la construcción y a todas las viviendas 
desocupadas que el propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -como 
dijo el señor Ministro Arana en la Comisión de Vivienda que integro- calcula en 100.000. Entonces, 
cuando empezamos a ver que la gente vuelve a invertir en inmuebles, se le pega un mazazo impositivo 
que va a hacer que piensen catorce veces su decisión. 


A partir de lo que escuchamos decir a los representantes de AEBU y de la Asociación de 
Bancos del Uruguay, nos da la sensación que la persona que tiene algún pesito lo lleva otra vez para el 
exterior porque no quiere pagar impuestos de esta naturaleza. Además, me parece que el mercado de 
alquileres se va a ver totalmente perturbado porque no es poca cosa un 12% y tampoco es fácil 
trasladarlo. El inquilino no lo puede pagar y el propietario tampoco. Entonces, se va a producir una 
perturbación muy grande; además, se establecen controles en los contratos porque, por ejemplo, si no 
se paga el impuesto no se puede hacer una intimación de pago de alquiler, de modo que habrá que 
pagar o pagar, ya que donde haya un incumplimiento, no se va a poder hacer efectivo. No olvidemos 
que esta ley prevé un brutal mecanismo de cruzamiento. Además, como siempre, estamos en el 
terreno del rigor inspectivo de la Dirección General Impositiva. 


Sinceramente, en este terreno quizás más que en ningún otro, porque no se trata de 
comerciantes u organizaciones enormes sino de individuos que tienen ahorros y los invierten en 
inmuebles, creo que esto les va a hacer torcer la decisión y provocará una distorsión del mercado 
inmobiliario y de los alquileres. Esta es mi opinión; podremos coincidir en otros aspectos de la reforma - 
en muy pocos- pero en este, menos que menos. 


SEÑOR FRANCHI.- Señor Presidente: soy Vicepresidente de la Asociación Nacional de Rematadores 
y Corredores Inmobiliarios y, como figura asociada al martillo, no puedo dejar de lado al mercado 
agropecuario. Lo cierto es que esta es una reforma evidentemente urbana y nadie menciona el medio 
agropecuario pero cuando se habla de rentas, ¡vaya si existen las rentas agropecuarias! 


Cuando se habla de gravar las rentas, sobre todo de un sector como el agropecuario que está 
-les guste o les disguste- con un atraso cambiario importante, con una rentabilidad cero; cuando se 
habla de trasladar rentas, es obvio que no será algo sencillo. Hace unas pocas horas nos levantamos 
con la novedad del aumento del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales en el sector agropecuario, 
de una forma impensada hasta ahora porque es del 5% para el comprador. A veces nos da la 
sensación de que, desde la parte urbana, no se dimensiona lo que es la parte rural. Una vez que los 
campos han adquirido un valor histórico, cuando la exportación de carne también alcanzó dimensiones 
extraordinarias, a veces da la sensación de que ahí es donde se pega y se castiga. Reitero que quien 
ha pensado esta reforma desde el punto de vista inmobiliario, lo ha hecho con una perspectiva urbana 
y tal vez no lo ha hecho pensando en el sector agropecuario. 


Hoy venimos con total honestidad y hombría de bien, y queremos decir que hemos participado 
en todas las etapas en las que se nos ha permitido hacerlo, ya sea en las conversaciones con el 
Ministerio de Economía y Finanzas -cuando se abrieron las puertas para la opinión sobre la reforma 
tributaria hablamos con los asesores y dejamos nuestras inquietudes, algunas de las cuales se 
pudieron contemplar y otras no- como en la discusión en la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes -allí también dejamos nuestras inquietudes- donde nos acompañó el doctor Adriazola y 
hubo bromas entre la oposición y el oficialismo en cuanto a que se apostaba un cordero a que no se 
cambiaba una coma del proyecto de ley; hoy nos encontramos en esta instancia y no creemos que sea 


la última. Pretendemos lograr que ustedes tomen conciencia de lo que estamos planteando, que es un 
cúmulo de ideas para que esto pueda funcionar. 


No soy de la idea de cuanto peor, mejor; por el contrario, cuando peor le vaya al otro, peor me 
va a mí y, como decimos afuera, nos comemos el gofio entre nosotros. Tenemos que lograr que 
ustedes entiendan y todavía tenemos una instancia que es la reglamentación. Entiendo que existan los 
acuerdos políticos de los sectores de Gobierno, debido a los cuales esta ley tiene que ser votada de 
acuerdo con la forma en que fue acordada; lo comparto, lo entiendo y es algo que se llama disciplina 
partidaria. Es algo que existía antes con los otros Partidos que estuvieron en el Gobierno y también 
ahora con los que hoy gobiernan pero si al momento de la reglamentación de la ley se tiene en cuenta 
lo que aportamos, lo que llevamos a la Cámara de Representantes, aquí al Senado o al Ministerio, tal 
vez logremos que el Poder Ejecutivo pueda contemplarnos. Estimo que la de hoy no es la última 
instancia y por eso venimos a dejar este cúmulo de aportes para que los tengan en cuenta. Sería muy 
deshonesto de nuestra parte no decir que sabíamos que esto no iba a funcionar; no se los decimos y 
dejamos que no funcione para después salir a decírselo. 


Quisiera contar una anécdota de un hecho que me ocurrió hace unos días. La DGI emitió un 
decreto, firmado por el Poder Ejecutivo, por el cual se denomina agente de retención del IVA de los 
fletes del ganado que iba al local feria al rematador rural, lo que en la realidad resultaba absolutamente 
impracticable. Este decreto, armado en un escritorio del 8” piso del edificio del ex Banco Hipotecario, 
con aire acondicionado y una hermosa vista, en la teoría era fantástico, pero en la realidad se vació. 
Luego había que ir a decirle al Poder Ejecutivo que lo que había firmado no funcionó, pero nadie quería 
hacerlo. Nosotros solicitamos una audiencia al Director Nacional de Rentas, que nos recibió muy 
amablemente y reconoció que, efectivamente, podríamos haber trabajado juntos y haber ido antes de 
que saliera el decreto a decir que si lo firmaban así, no se podría aplicar. Hubiéramos llevado a los 
martilleros de feria para decirles qué era lo correcto. 


La idea no es decirles posteriormente que todos teníamos ideas y las guardamos en nuestras 
mochilas para que el proyecto de ley fracasara, sino plantarles la semilla de la inquietud para que lo 
lean y quedar a las órdenes para que nos busquen si podemos aportar algo. Si no podemos lograrlo en 
la instancia parlamentaria, iremos a golpear las puertas a quien corresponda en la etapa de la 
reglamentación. Hay aspectos muy importantes. Nosotros no venimos a criticar el trabajo ajeno, sino a 
aportar las razones por las que entendemos que esto puede no funcionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros transmitiremos estos documentos al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero señalar a los distinguidos visitantes que nosotros, como políticos, debemos 
tener las “orejitas” bien abiertas. Los visitantes quizás piensen que no es así, pero tengan la absoluta 
tranquilidad de que todo lo que nos manifiestan lo tomamos, lo guardamos y lo atesoramos. 


El tema es el siguiente. Creo que todos -gobierno y oposición- somos contestes en que el 
país tenía un sistema tributario injusto, ineficaz e inequitativo. Durante el análisis, todos coincidimos en 
que había que reformarlo. La Bancada de Gobierno, con matices -es verdad lo que varios de ustedes 
han señalado- llegó a un acuerdo, y estamos absolutamente convencidos -incluso aquellos que 
podríamos tener más diferencias con la reforma- de que si hay algo que no se puede atribuir a esta 
reforma tributaria es que no instale un sistema tributario más justo y más eficaz. A este respecto, toda 
la Bancada de Gobierno esta de acuerdo; quizás no la oposición, pero eso es lo lógico del juego 
democrático. 


Los invito a reflexionar acerca de lo siguiente. El Ministerio de Economía y Finanzas puso en 
pantalla -utilizando un término muy común para el rematador Franchi- esta reforma hace un año, y 
desde entonces se está discutiendo. No les quepa la menor duda de que si la reforma tributaria no se 
aprobara ahora, pasaríamos un año más discutiéndola y encontrándole objeciones. Eso es lógico 
porque así somos en este país. 


Lo que quiero dejar como conclusión es que en la mañana de hoy -hace menos de doce 
horas- en el mismo lugar que ahora ocupan ustedes, el señor Ministro de Economía y Finanzas dijo a 


todos los integrantes de la Comisión que tuviéramos presente que esta no era la versión definitiva de la 
reforma tributaria. Quizás esto los sorprenda, pero es verdad porque la reforma tributaria que nosotros 
queremos es algo dinámico y que se nutre de los errores que podamos estar cometiendo hoy. Lo que 
sucede es que si ahora no llevamos a la práctica una reforma que haga que el sistema actual sea más 
justo y eficaz, no lo haremos nunca. Dentro de nuestra plataforma de Gobierno estaba la modificación 
del sistema tributario; por lo tanto, estamos cumpliendo con una apuesta programática con la que 
salimos a buscar el voto de todos y, entonces, lo vamos a hacer. Pueden tener la absoluta seguridad 
de que no lo vamos a hacer contra viento y marea y en forma destructiva; si nos damos cuenta que 
este nuevo sistema destruye a la clase media, “rebobinaremos”, aunque creemos que no será así. Por 
otro lado, si vemos que en el futuro 10.000 empleados del sector inmobiliario quedan sin trabajo, 
también lo reconsideraremos. Estamos absolutamente seguros de que eso no sucederá. 


Es importante que tengan presente que desde hace 30 años se viene anunciando que cuando 
la izquierda accediera al Gobierno, sucederían catástrofes mucho mayores de las que ustedes están 
pronosticando con la reforma tributaria. No obstante, tal como lo demuestra la realidad, todo eso no 
sucedió. Por tanto, tenemos que estar tranquilos y ustedes tienen que tener la certeza de que los 
estamos escuchando y que los vamos a recibir todas las veces que sea necesario. También vamos a 
intentar dialogar con la mayor cantidad de personas; trataremos de transmitir las inquietudes donde 
tengamos que hacerlo y seguiremos reformando todo aquello que deba ser reformado. Pueden tener la 
certeza de que nosotros perseguimos el mismo objetivo que ustedes: la justicia y la eficacia; pero sobre 
todo, la justicia. 


SEÑOR ABREU.- Creo que las exposiciones de quienes nos visitan han sido muy elocuentes y han 
manifestado claras preocupaciones en cuanto al alcance de la reforma tributaria y a las posibilidades 
de modificación que presenta. Está claro que no se trata de profundizar ahora en estos temas; 
simplemente habrá que recoger las inquietudes e intentar encontrar alguna interpretación positiva 
sobre esto. Destaco que las exposiciones de carácter político tan inusuales que se han producido en la 
Comisión en el día de hoy no nos habilitan a realizar un debate político a esta altura de la noche. Por 
tanto, les voy a ahorrar esa incomodidad. 


Quienes nos visitan conocen nuestra posición y son conscientes de que tenemos una 
profunda y radical discrepancia con el enfoque de esta reforma. Sin embargo, estos temas se 
discutirán en el Plenario aunque, como dice la Biblia, “por los frutos los conoceréis”. Casi como en una 
terapia de grupo, digo que los gobiernos caen por los desencantos que provocan en la gente y no sólo 
por la eficiencia de la oposición. De tal forma, ustedes administrarán los desencantos el día que tengan 
la mano en el bolsillo y sientan cómo repercuten estas acciones. De todos modos, esto se verá con el 
correr del tiempo, pero nosotros queremos dejar en claro que estamos en contra, no porque seamos 
parte de la oposición, sino porque creemos que esta reforma no responde a la equidad, no maneja los 
criterios de eficiencia que promete, y mucho menos representa un incentivo para el sector productivo 
nacional. Decimos todo esto para que quede constancia de nuestra posición y de nuestras 
preocupaciones. 


Por último, quiero informar a nuestros visitantes que este proyecto de ley va a ser votado tal 
cual está como consecuencia de un régimen de mayorías y, en consecuencia, no vamos a poder 
introducir modificación alguna. Entonces, lo que permita la ley no se podrá modificar, y lo que 
establezca la reglamentación tendrá las limitaciones de la propia norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece a las entidades que nos visitaron en el día 
de hoy. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 21 y 10 minutos) 


Linea del vie de náaina 
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